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SENTENCIA 

 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2020. 

 Comparece ante nosotros el señor Ibrahim Abuusba Abdelfattah (señor 

Abuusba o el apelante) mediante un recurso de apelación, y solicita la 

revocación de una Sentencia Sumaria emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala Superior de San Juan (TPI), el 29 de abril de 2019, notificada 

el 2 de mayo de 2019. Mediante su dictamen, el foro primario declaró que 

Ha Lugar la moción de sentencia sumaria presentada por Menonnite General 

Hospital, Inc. (MGH, el Hospital o la apelada), y desestimó la Demanda sobre 

despido injustificado bajo la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

enmendada, conocida como Ley de indemnización por despido sin justa 

causa, 29 LPRA 185 et seq. (Ley 80), instada por el señor Abuusba. Al así 

decidir, concluyó que el señor Abuusba no fue despedido, pues no era 

empleado del Hospital, sino que su contrato por servicios profesionales no 
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fue renovado, y que, en todo caso, de haber sido un empleado despedido por 

el Hospital, tal despido se tendría por justificado. 

Tras una evaluación minuciosa de los alegatos, las posiciones de las 

partes y el apéndice, resolvemos, a la luz del derecho aplicable, confirmar la 

Sentencia Sumaria apelada.   

I. Resumen del trasfondo fáctico y procesal  

El 15 de septiembre de 2016, el señor Abuusba presentó una Demanda 

ante el TPI, en contra de MGH y de ABC Insurance Company. En su 

Demanda, indicó que MGH lo despidió de manera injustificada, luego de 

haber trabajado como médico general en la sala de emergencias del Hospital 

Menonita en Aibonito, hasta el 1 de agosto de 2010. Señaló, además, que el 

16 de noviembre de 2011 le cursó, mediante su representación legal, una 

carta a MGH, donde reclamó el pago de determinadas partidas en concepto 

de indemnización o “mesada” a raíz de su presunto despido injustificado, 

conforme a las disposiciones de la Ley 80; de igual forma, alegó que el 19 de 

diciembre de 2013 le cursó una segunda misiva a MGH, mediante la cual 

reiteró la referida reclamación.  

En lo referente a las salvaguardas que provee la Ley 80, el señor 

Abuusba reclamó, en síntesis: (i) indemnización por una cantidad 

ascendente a $604,709.89, por concepto de los ingresos que hubiese recibido 

si no hubiese sido despedido injustificadamente; (ii) $33,785.28 en concepto 

del sueldo correspondiente a seis (6) meses, bajo la presuposición de que 

había sido despedido luego de quince (15) años de servicio; y (iii) $67,570.56 

por concepto de una indemnización progresiva equivalente a tres (3) semanas 

por cada año de servicio; para una reclamación total de $706,065.73. 

Además, solicitó el pago de una cantidad ascendente a $150,000.00 en 

concepto de daños y perjuicios, pero al amparo de lo dispuesto por el Artículo 

1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141, por los daños y sufrimientos 
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mentales que alegó haber sufrido como resultado de alegadas actuaciones 

de mala fe, ilegales, negligentes o culposas que atribuyó a MGH.1 

En respuesta, MGH presentó Contestación a la Demanda. Aseveró que 

el señor Abuusba trabajó en el Hospital, pero por un periodo menor al que 

indicó en su Demanda. Adujo que la terminación de las funciones del señor 

Abuusba no constituyó un despido, toda vez que dicha terminación se debió 

a un cierre parcial de sus operaciones de la sala de emergencias del Hospital 

Menonita, en el que la corporación Emergency Services Group (ESG) había 

asumido la administración y operación de la referida sala de emergencias, 

así como de su componente médico. MGH reconoció que había recibido 

cartas del señor Abuusba, mas no aceptó la descripción esbozada por este 

en torno al contenido de dichas cartas. Por último, negó que en este caso 

fuesen de aplicación las disposiciones de la Ley 80, supra, pues, según alegó, 

el señor Abuusba no fue despedido y, aun si hubiese sido ese el caso, tal 

despido no fue injustificado. Junto con su Contestación a la Demanda, MGH 

presentó una Moción de Desestimación donde, en esencia, alegó que la 

reclamación en daños y perjuicios estaba prescrita.2 

El 8 de febrero de 2017, MGH presentó, en conjunto con su 

Contestación a la Demanda, una solicitud de desestimación en cuanto a la 

reclamación en daños y perjuicios al amparo del Artículo 1802 del Código 

Civil, supra. Luego de varios trámites procesales, el 14 de marzo de 2017, el 

TPI emitió una Sentencia Parcial.3 Mediante ese dictamen, el foro a quo 

desestimó la reclamación en daños y perjuicios presentada por el señor 

Abuusba en su Demanda, bajo el fundamento de que tal reclamación no 

procedía como cuestión de derecho4 y que, aún bajo el supuesto de que esta 

 
1 Véase Apéndice 4, Demanda. 
2 Véase Apéndice 6, Contestación a la Demanda. 
3 Véase Sentencia Parcial, caso civil núm. KPE2016-2645 (607). 
4 El foro a quo concluyó que, aún bajo el supuesto fáctico más favorable a las alegaciones 
que dan pie a la reclamación del señor Abuusba, i. e., si se toma como cierto que este fue 

contratado por el Hospital como empleado por término indefinido, no le asiste el 

derecho a reclamar una compensación en daños y perjuicios, toda vez que la Ley 80, supra, 

establece la indemnización, también conocida como “mesada”, como el remedio que un 
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hubiese sido procedente, dada la naturaleza contractual de la relación entre 

las partes, el término para incoar dicha acción había prescrito.5 

Luego de varios trámites procesales, el 14 de agosto de 2018, MGH 

presentó una Solicitud de sentencia sumaria, mediante la cual solicitó la 

desestimación sumaria del pleito, así como la imposición de costas y 

honorarios de abogado al señor Abuusba. En su Solicitud, el Hospital 

enumeró 24 hechos que, según esgrimió, no estaban en controversia. Adujo 

que su contrato con el señor Abuusba era por servicios profesionales, y que 

este nunca había sido su empleado. Por consiguiente, esbozó MGH, el señor 

Abuusba no fue despedido, sino que se dio por terminado su contrato por 

servicios profesionales, como consecuencia del presunto cierre parcial de la 

sala de emergencias. En todo caso, arguyó, aún si esa terminación de 

contrato se considerase un despido, tal despido estaría justificado, conforme 

a las disposiciones de la Ley 80, supra, referentes a cierre parcial y 

reorganización.6 Por ello, sostuvo que procedía desestimar la Demanda. 

Oportunamente, el señor Abuusba interpuso su oposición a la 

Solicitud de sentencia sumaria. Alegó que fue despedido injustificadamente, 

pues, según esbozó, su contrato era uno de empleo y no de servicios 

profesionales. De otra parte, adujo que el Hospital no presentó evidencia que 

justificara el presunto cierre de la sala de emergencias. Sostuvo, por último, 

que existían controversias reales de hecho y de derecho que impedían que la 

Demanda fuera resuelta por la vía sumaria. 

Atendidas varias incidencias procesales, el 29 de abril de 2019, el TPI 

declaró Ha Lugar a la Moción de sentencia sumaria presentada por MGH, y 

desestimó la Demanda del señor Abuusba. En su dictamen, el foro primario 

realizó las determinaciones de hechos que resumimos a continuación:  

 
empleado despedido injustificadamente puede reclamar del patrono que lo despidió, y 
excluye el derecho de reclamar compensación por el despido bajo algún otro fundamento en 

ley. Véase Sentencia Parcial, supra, pág. 2.  
5 Véase Sentencia Parcial, supra, pág. 3. 
6 29 LPRA 185b, incisos (d) y (e). 
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1. La parte demandante es el Dr. Ibrahim Abuusba Abdelfattah.7 

2. La parte demandada es el Mennonite General Hospital, Inc., 

ubicada en Aibonito, Puerto Rico.8 

3. El Sr. Abuusba comenzó a trabajar para la Sala de Emergencias del 

Hospital en diciembre de 1996.9 

4. El Sr. Abuusba trabajó para el Hospital en su capacidad de médico, 

en la Sala de Emergencias del Hospital en Aibonito.10 

5. Durante el tiempo que el Sr. Abuusba trabajó para el Hospital, lo 

hizo bajo contrato por servicios profesionales en la Sala de 

Emergencias, en Aibonito.11 

6. El Sr. Abuusba conocía y entendía las condiciones de prestar 

servicios profesionales.12 

7. El contrato de servicios profesionales entre el Sr. Abuusba y el 

Hospital tenía un tiempo determinado de un año, renovable por 

acuerdo entre las partes.13 

8. El Sr. Abuusba estaba consciente de que sus servicios tenían un 

tiempo determinado.14 

9. El Sr. Abuusba tenía la oportunidad de negociar los términos de su 

contrato.15 

10. El Sr. Abuusba negoció con el Hospital el bono de navidad, los días 

por enfermedad y un incentivo para el pago del plan médico de su 

elección, dado que no le interesaba el beneficio del plan médico que 

 
7 Véase Apéndice 4 del apelante, Demanda, hecho núm. 1. 
8 Íd., hecho núm. 2., y Apéndice 6 del apelante, Contestación a la Demanda. 
9 Véase Apéndice 4 del apelante, Contestación a la Demanda, Exhibit 1. 
10 Véase Apéndice 4, supra, hecho núm. 4, y Apéndice 6, supra. 
11 Véase Apéndice 12 del apelante, Anejo 2, Deposición del Sr. Ibrahim Abuusba, pág. 34, 

líneas 10-17, y pág. 48, líneas 1-7; Id., Anejo 5, Deposición de la Sra. Teresa Colón, pág. 10, 

líneas 7-17; Apéndice 13, Anejo 5, Deposición del Sr. Rubén Norat, pág. 16, líneas 2-14. 
12 Véase Apéndice 12, supra, pág. 47, líneas 17-22. y pág. 48, líneas 1-7. 
13 Véase Apéndice 12, supra, pág. 37, líneas 1-3, y pág. 40, línea 14; Anejo 1, Cláusula 13, 

contratos de servicios profesionales entre el Sr. Abuusba y el Hospital. 
14 Véase Apéndice 12, supra, pág. 41, líneas 1-3; pág. 44, líneas 16-20; y pág. 91, líneas 11-

20; Anejo 1, Cláusula 13. 
15 Véase Apéndice 12, supra, pág. 48, líneas 8-22; pág. 49, líneas 1-21; y pág. 50, líneas 1-

14. 
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ofrecía el Hospital. Esto no se hacía con los empleados regulares 

del Hospital.16 

11. El Sr. Abuusba recibía ciertos beneficios, según se habían 

estipulado en su contrato particular.17 

12. El Sr. Abuusba entendía que cualquiera de las partes 

contratantes podía terminar el contrato, previa notificación.18 

13. Durante el tiempo que el Sr. Abuusba trabajó en la Sala de 

Emergencias del Menonita de Aibonito, también trabajó en el 

Hospital Regional de Cayey.19 

14. El Sr. Abuusba, además de trabajar como médico generalista en 

la Sala de Emergencias de Aibonito, tenía negocios, razón por la 

cual pedía que sus turnos fuesen durante el fin de semana.20 

15. Por razones de negocio, el Hospital cerró operaciones 

parcialmente y reorganizó los servicios del componente médico de 

la Sala de Emergencias mediante la contratación de la corporación 

Emergency Services Group, Inc. (ESG), para que esta 

administrara los servicios médicos de la referida sala.21 

16. El cierre parcial de operaciones y la reorganización de la Sala de 

Emergencias fueron notificados mediante reunión antes de que se 

remitiera la notificación escrita.22 

17. El Sr. Abuusba recibió la carta de terminación de contrato el 21 de 

julio de 2009.23 

 
16 Véase Apéndice 12, Anejo 5, supra, pág. 47, líneas 17-22, y pág. 48, líneas 1-7. 
17 Véase Apéndice 13, Anejo 5, supra, pág. 16, líneas 17-18. 
18 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, pág. 36, línea 12; pág. 44, líneas 1-9; pág. 48, líneas 

2-7; Anejo 1, Cláusula 13.  
19 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, página 46, líneas 8-15. 
20 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, página 49, línea 19; y página 50, líneas 1-14. 
21 Véase Apéndice 13, Anejo 4, Contrato entre Mennonite General Hospital, Inc. (MGH), y 
Emergency Services Group, Inc. (EMG); Anejo 6, Carta de desembolso a EMG; Anejo 5, 

supra, pág. 36, líneas 1-7; y págs. 44-45. 
22 Véase Apéndice 13, Moción en oposición a sentencia sumaria, pág. 3. 
23 Véase Apéndice 12, Anejo 3, Carta de cancelación de contrato; Apéndice 13, supra, pág. 

2. 
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18. El Sr. Abuusba dejó de trabajar para el Hospital el 31 de julio de 

2009.24 

19. El Sr. Abuusba no continuó trabajando para el Hospital porque se 

dio por terminado el contrato entre las partes por el cierre parcial 

de los servicios médicos de la Sala de Emergencias.25 

20. El Sr. Abuusba tenía conocimiento de que se llevaría a cabo un 

cambio de administración en la Sala de Emergencias del 

Hospital.26 

21. El componente médico de la Sala de Emergencias del Hospital fue 

notificado de la terminación de sus contratos con el Hospital.27 

22. El Hospital orientó al Sr. Abuusba para que fuera contratado por 

ESG.28 

23. El Sr. Abuusba fue contratado por ESG.29 

24. ESG es una corporación independiente al Hospital General 

Menonita.30 

25. El Hospital y ESG, conforme al acuerdo suscrito entre ellos, 

actúan como contratistas independientes y no como agentes, 

empleados o socios del otro.31 

26. El Hospital dejó de administrar y operar los servicios de la Sala de 

Emergencias al contratar a ESG.32 

27. En la Sala de Emergencias del Hospital hubo cambios en la 

facturación por servicios profesionales y compensación por 

servicios médicos.33 

 
24 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, pág. 68, líneas 5-22; pág. 69, líneas 1-3; y pág. 70, 

líneas 1-8; Anejo 3, supra. 
25 Véase Apéndice 12, Anejo 5, supra, pág. 71, líneas 14-21; y pág. 72, líneas 1-3. 
26 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, pág. 73, líneas 9-22; y pág. 74, líneas 1-20. 
27 Véase Apéndice 12, Anejo 5, supra, pág. 35, líneas 7-11. 
28 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, pág. 68, líneas 1-22; y pág. 69, líneas 1-3. 
29 Véase Apéndice 12, Anejo 2, supra, págs. 75-78. 
30 Véase Apéndice 13, Anejo 4, supra, Contrato entre MGH y ESG. 
31 Véase Apéndice 13, Anejo 4, supra, cap. 1, pág. 2, inciso 1. 
32 Íd., pág. 2. 
33 Íd., pág. 27. 
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28. El Sr. Abuusba ofreció sus servicios profesionales para ESG desde 

el 1 de febrero de 2011 hasta el 3 de julio de 2012.34 

29. El Sr. Abuusba remitió carta al Hospital el 16 de noviembre de 

2011, a través de su entonces abogado, el Lcdo. Larry K. Camacho 

Escobar.35 

30. El 19 de diciembre de 2013, el Sr. Abuusba, a través de su 

abogado, envió una carta al Hospital.36 

El mismo foro apelado resolvió que las alegaciones que el señor 

Abuusba planteó no constituían hechos materiales capaces de afectar el 

resultado de la reclamación, de acuerdo con el derecho sustantivo aplicable. 

Determinó que, ante la ausencia de una controversia real y sustancial sobre 

los hechos materiales del caso, y luego de aplicar el derecho, aún bajo el 

supuesto de que el señor Abuusba hubiese sido empleado del MGH, su 

hubiese sido justificado, toda vez que el MGH demostró que se debió a una 

decisión de negocios.  

Inconforme, el señor Abuusba presentó una moción en solicitud de 

reconsideración el 17 de mayo de 2019, a la cual el TPI declaró que No Ha 

Lugar.37 Luego de lo cual, oportunamente presentó ante nos su recurso de 

apelación, planteando los siguientes seis señalamientos de error: 

A. Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia (TPI) al declarar 

No Ha Lugar, el escrito de Reconsideración, al no considerar la 

totalidad de las circunstancias que rodean el caso. 

B. Erró el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al declarar Ha Lugar a 

la Sentencia Sumaria presentada por el Apelado, al determinar que 

no existe controversia real sustancial en cuanto a los hechos 

materiales del caso. 

C. Erró el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al concluir que el 

Apelante despedido injustificadamente, debido a que éste era 

contratista independiente del Hospital Apelado y no un empleado. 

D. Erró el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al concluir que el 

Apelante no fue despedido injustificadamente, debido a que el 

Apelado, demostró que llevó a cabo un cierre parcial de las 

 
34 Véase Apéndice 12, Anejo 7, Comunicación sobre prestación de servicios a ESG. 
35 Véase Apéndice 4, supra, hecho núm. 8. 
36 Véase Apéndice 4, supra, hecho núm. 9. 
37 Véase Apéndice, 18a. 
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operaciones de su Sala de Emergencia y una reorganización 

administrativa. 

E. Erró el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al apreciar la prueba 

para llevar a cabo dichas conclusiones, por lo que se cuestionan 

las determinaciones de hechos y conclusiones de derecho que lo 

llevaron a declarar con lugar la Sentencia Sumaria interpuesta por 

el Apelado. 

F. Erró el Tribunal de Primera Instancia (TPI) al no aplicar a este caso 

la Guía Revisada para la Interpretación y Aplicación de la Ley 80 

del 30 de mayo de 1976, según enmendada del 30 de junio de 

2014, y la Jurisprudencia interpretativa. 

Posteriormente MGH presentó un escrito en oposición al recurso de 

apelación. Contando con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

estamos en posición de resolver. 

II. Exposición de derecho 

A. Sentencia sumaria  

La sentencia sumaria es un mecanismo procesal provisto por la Regla 

36 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, que promueve la 

solución justa, rápida y económica de las controversias. Este mecanismo 

tiene como objetivo prescindir de la celebración del juicio plenario cuando no 

existe controversia sustancial de hechos esenciales y pertinentes, por lo que 

lo único que queda por parte del poder judicial es aplicar el derecho. Nieves 

Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 847 (2010); Lugo Montalvo v. Sol 

Meliá Vacation Club, 194 DPR 209, 225 (2015). Al evaluar la conveniencia de 

conceder el recurso, se considera como un hecho esencial y pertinente, aquél 

que puede afectar el resultado de la reclamación acorde al derecho sustantivo 

aplicable. Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200, 213 (2010). Es la misma 

Regla 36 de las de Procedimiento Civil, supra, la que establece de manera 

específica los requisitos de forma que debe cumplir la parte que promueve la 

moción de sentencia sumaria, así como la parte que se opone a ella. En lo 

pertinente, la parte promovente debe exponer un listado de hechos no 

controvertidos, desglosándolos en párrafos debidamente numerados y, para 

cada uno de ellos, especificar la página o el párrafo de la declaración jurada 
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u otra prueba admisible que lo apoya. A su vez, la parte que se opone a la 

moción de sentencia sumaria está obligada a citar específicamente los 

párrafos según enumerados por el promovente que entiende están en 

controversia y, para cada uno de los que pretende controvertir, detallar la 

evidencia admisible que sostiene su impugnación con cita a la página o 

sección pertinente. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 

110-111 (2015), SLG Zapata Rivera, v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414, 434 

(2013).   

Sobre lo anterior, el Tribunal Supremo ha manifestado que la parte 

que solicita la sentencia sumaria tiene que establecer su derecho con 

claridad y, además, tiene que demostrar que no existe controversia 

sustancial sobre ningún hecho material, o sea, sobre ningún componente de 

la causa de acción. Quest Diagnostics v. Municipio de San Juan, 175 DPR 

994, 1003 (2009).  Mientras, la parte que se opone no puede descansar 

exclusivamente en sus alegaciones ni tomar una actitud pasiva. Toro Avilés 

v. P.R. Telephone Co., 177 DPR 369, 383 (2009). Por el contrario, tiene que 

controvertir la prueba presentada por la parte solicitante, a fin de demostrar 

que sí existe controversia real sustancial sobre los hechos materiales del caso 

en cuestión. González Aristud v. Hospital Pavía, 168 DPR 127, 138 (2006).  

Por último, reiteramos, para que proceda una moción de sentencia 

sumaria no solo se requiere la inexistencia de hechos en controversia, sino 

que la sentencia tiene que proceder conforme al derecho sustantivo aplicable. 

Ortiz v. Holsum, 190 DPR 511, 525 (2014).   

La concesión de una solicitud de sentencia sumaria descansa en la 

discreción del tribunal quien podrá dictar sentencia sumaria que disponga 

de la totalidad del litigio o dictar sentencia sumaria de naturaleza 

interlocutoria para resolver cualquier controversia que sea separable de las 

restantes. Dispone la misma regla que “[d]icha sentencia podrá dictarse a 
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favor o en contra de cualquier parte en el pleito”. 32 LPRA Ap. V, R. 36.3 

(énfasis nuestro). 

Al no conceder una moción de sentencia sumaria para la disposición 

de la totalidad del pleito, las reglas obligan al Tribunal a realizar “una 

determinación de los hechos esenciales y pertinentes sobre los cuales no hay 

controversia sustancial y los hechos esenciales y pertinentes que están 

realmente y de buena fe controvertidos, y hasta qué extremo la cuantía de los 

daños u otra reparación no está en controversia, ordenando los procedimientos 

ulteriores que sean justos en el pleito, incluso una vista evidenciaría limitada 

a los asuntos en controversia”. 32 LPRA Ap. V, R. 36.4. 

Es importante resaltar que este Tribunal de Apelaciones se encuentra 

en la misma posición que el TPI al momento de revisar solicitudes de 

sentencia sumaria. Meléndez González, et al. v. M. Cuebas, 193 DPR 100, 

118 (2015). La revisión que el foro apelativo realiza de las sentencias 

sumarias se considera de novo, y debe examinar el expediente de la manera 

más favorable hacia la parte que se opuso a la moción de sentencia sumaria 

en el foro primario, y llevar a cabo todas las inferencias permisibles a favor 

de esta. Íd.  

Al revisar la determinación del TPI respecto a una sentencia sumaria, 

estamos limitados de dos maneras: (1) sólo podemos considerar los 

documentos que se presentaron ante el foro de primera instancia; y (2) sólo 

podemos determinar si existe o no alguna controversia genuina de hechos 

materiales y esenciales, y si el derecho se aplicó de forma correcta. Íd.  

B. Ley de indemnización por despido injustificado sin justa causa 

(Ley 80) 

En reiteradas ocasiones nuestro más alto foro ha enfatizado la 

importancia que tiene en nuestra sociedad el derecho al trabajo. Rivera 

Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894 (2011). La Ley 80 regula las 
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acciones relacionadas con el despido injustificado de un empleado.38 Este 

estatuto fue aprobado con el propósito expreso de proteger a los trabajadores 

y para desalentar los despidos injustificados. Íd.  

Con referencia a las personas cubiertas por las garantías de la Ley 80, 

resulta de aplicación a los empleados de comercio, industria o cualquier otro 

negocio o sitio de empleo que: (1) estén contratados sin tiempo determinado; 

(2) reciban una remuneración, y (3) sean despedidos de su cargo sin haber 

mediado justa causa. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush, Co., supra, 906. El 

Artículo 1 de la Ley 80,39 establece que todo empleado que haya sido 

despedido de manera injustificada tendrá derecho a recibir de su patrono 

una indemnización. Una vez identificado dentro del grupo de empleados 

cubiertos por la Ley 80, esta crea una presunción de que todo despido es 

injustificado y que le corresponde al patrono, mediante preponderancia de la 

prueba, demostrar lo contrario; es decir, que hubo justa causa. Rivera v. Pan 

Pepín, 161 DPR 681, 670 (2004); Belk v. Martínez, 146 DPR 215, 230-231 

(1998); Báez García v. Cooper Labs., Inc., 120 DPR 145, 152 (1987). 

Es de importancia matizar, por otra parte, que la Ley 80 no proscribe 

la acción de despido, sino que le impone al patrono un elemento disuasivo 

para no despedir al trabajador sin justa causa.40 A tenor, aunque se presume 

que todo despido es injustificado, en Puerto Rico no existe una prohibición 

absoluta contra el despido de un empleado. Si existe justa causa, éste puede 

ser despedido. Santiago v. Kodak Caribbean, Ltd., 129 DPR 763, 775 (1992). 

En correspondencia, el Artículo 2 de la Ley 80, establece unos supuestos que 

constituyen justa causa para el despido:  

 
38 La Ley 80, supra, fue sustancialmente enmendada por la Ley 4-2017, según enmendada, 

conocida como la Ley de Transformación y Flexibilidad Laboral (Ley 4-2017). Sin embargo, 

la Ley 4-2017 no estaba vigente al momento en que acontecieron los hechos ni la destitución 

del apelante, razón por la cual nos limitaremos a exponer el derecho según vigente antes de 

su aprobación. 
39 29 LPRA sec. 185. 
40 Luis H. Sánchez Caso, Reflexiones sobre la Responsabilidad Civil de los Oficiales y 

Gerenciales en Reclamaciones de Despido o Discrimen, 34 Rev. Jur. UIPR 183, 210-211 

(2000). 
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(a) Que el empleado incurra en un patrón de conducta impropia o 

desordenada.   

(b) Que el empleado incurra en un patrón de desempeño deficiente, 

ineficiente, insatisfactorio, pobre, tardío o negligente. Esto incluye 

incumplir con normas y estándares de calidad y seguridad del 

patrono, baja productividad, falta de competencia o habilidad para 

realizar el trabajo a niveles razonables requeridos por el patrono y 

quejas repetidas de los clientes del patrono.   

(c) Violación reiterada por el empleado de las reglas y reglamentos 

razonables establecidos para el funcionamiento del establecimiento 

siempre que copia escrita de los mismos se haya suministrado 

oportunamente al empleado. 

(d) Cierre total, temporero o parcial de las operaciones del 

establecimiento.  En aquellos casos en que el patrono posea más de 

una oficina, fábrica, sucursal o planta, el cierre total, temporero o 

parcial de las operaciones de cualquiera de estos establecimientos 

donde labora el empleado despedido, constituirá justa causa para el 

despido a tenor con este Artículo. 

(e) Los cambios tecnológicos o de reorganización, así como los de 

estilo, diseño o naturaleza del producto que se produce o maneja por 

el establecimiento y los cambios en los servicios rendidos al público.   

(f) Reducciones en empleo que se hacen necesarias debido a una 

reducción en el volumen de producción, ventas o ganancias, 

anticipadas o que prevalecen al ocurrir el despido o con el propósito 

de aumentar la competitividad o productividad del establecimiento. 

29 LPRA sec. 185b. 

Las situaciones contempladas por el artículo citado son solo ejemplos 

de las posibles causas que justifican el despido. Rivera v. Pan Pepín, 161 DPR 

681, 689 (2004). Según puede observarse, algunas de estas causales le son 

imputables a la conducta del empleado, mientras que otras están 

relacionadas con los aspectos económicos vinculados a la administración de 

una empresa. Romero et al. v. Cabrer Roig et al., 191 DPR 643, 651-652 

(2014).  

Así, pues, si alega que existió justa causa para el despido de un 

empleado, el patrono tendrá el peso de la prueba para establecerlo, y el 

criterio será el de preponderancia de la prueba. Rivera Figueroa v. The Fuller 

Brush Co., supra, 906-907. Por tanto, en estos casos el patrono debe alegar, 

en su contestación a la demanda o querella, los hechos que dieron origen al 

despido y a probar que el mismo estuvo justificado, para quedar exento de 

pagar la indemnización dispuesta en la Ley 80. Díaz v. Wyndham Hotel Corp., 

supra, pág. 379. Esta norma evidenciaria tiene como fundamento que el 



 
 

 
 

 
KLAN201900889      
 

 

14 

patrono demandado, por su posición más ventajosa, generalmente tiene mayor 

acceso a la evidencia del despido. Ibáñez v. Molinos de P.R., Inc., 114 DPR 42, 

49 (1983). Si el patrono revierte la presunción, el empleado tiene que 

presentar prueba de refutación para establecer que el despido fue 

injustificado, pero en esta ocasión no tendrá el beneficio de la referida 

presunción. Belk v. Martínez, supra. 

C. Distinción entre empleado y contratista independiente  

Las protecciones que brinda la normativa laboral cobijan a quienes, al 

amparo de un contrato de trabajo sin tiempo determinado, son definidos 

como empleados. Sin embargo, no todo trabajador es empleado, pues existen 

también aquellas personas que trabajan por cuenta propia; a estos se les 

denomina contratistas independientes. Los contratistas independientes, por 

su propia definición, no se benefician de las leyes que protegen a los 

trabajadores asalariados. Romero et al. v. Cabrer Roig et al., supra; 

Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. del Carmen, 182 DPR 937 (2011).  

El Tribunal Supremo discutió en detalle la distinción entre un 

empleado y un contratista independiente en Romero et al. v. Cabrer Roig et 

al., supra. El contratista independiente es aquel que, conforme a la 

naturaleza de su función y la forma en que presta servicios, resulta ser su 

propio patrono. Íd. Véase, además, Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. del Carmen, 

supra. Ahora bien, no existe un molde rígido para llegar a la determinación 

de si una persona se enmarca o no dentro de esta definición de contratista 

independiente. Por el contrario, compete realizar un análisis en el cual se 

ponderen cuidadosamente la totalidad de las circunstancias en las cuales se 

desenvuelve la relación entre las partes. Romero et al. v. Cabrer Roig et al., 

supra, pág. 660, citando a SLG Hernández-Beltrán v. Trans Oceanic Life Ins. 

Co., 151 DPR 754, 765 (2000). 

De otra parte, el Tribunal Supremo ha establecido que no es necesario 

que se cumpla con todos los criterios dispuestos en nuestro ordenamiento 
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para determinar si una persona es o no contratista independiente. Romero v. 

Cabrer Roig, supra; SLG Hernández-Beltrán v. Trans Oceanic Life Ins. Co., 

supra. Al hacer tal determinación, debemos realizar un análisis que tome en 

consideración los siguientes factores:  

(1) Naturaleza, extensión y grado de control que ejerce el patrono 
sobre la persona en la ejecución de la obra o trabajo; 

(2) Grado de juicio o iniciativa que despliega la persona; 

(3) Forma de compensación; 

(4) Facultad de emplear y derecho a despedir obreros; 

(5) Oportunidad de incurrir en ganancias y el riesgo de pérdidas; 

(6) La titularidad del equipo y de las instalaciones físicas provistas 

por el principal; 

(7) Retención de contribuciones; 

(8) Si, como cuestión de realidad económica, la persona que presta 

el servicio depende de la empresa para la cual trabaja; 

(9) Permanencia de la relación del trabajo; 

(10) Si los servicios prestados son una parte integral del negocio del 

principal o se pueden considerar como un negocio separado o 

independiente por sí mismos. 

Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. del Carmen, supra, pp. 652-653.  

 

Los referidos criterios deben servir únicamente como guía, pues "la 

determinación de quién es un contratista independiente no depende de factor 

aislado alguno, sino que hay que examinar el conjunto de circunstancias en 

que se desenvuelve la relación laboral". SLG Hernández-Beltrán v. Trans 

Oceanic Life Ins. Co., supra, pág. 768. Por lo tanto, para concluir que una 

persona trabaja como contratista independiente “no necesariamente será 

suficiente con que se cumpla uno de los criterios, como tampoco es necesario 

que se cumplan todos”. Romero v. Cabrer Roig, supra, pág. 661. 

III. Aplicación del derecho a los hechos 

Encontrándose este foro intermedio en idéntica posición que el 

tribunal a quo al revisar una solicitud de sentencia sumaria, (en tanto la 

revisión que acontece es de novo), hemos auscultado la documentación que 

tuvo ante sí el TPI, para entonces llegar a nuestras conclusiones sobre la 

sentencia sumaria presentada. Efectuado tal ejercicio, juzgamos, al igual que 

lo determinó el foro primario, que no hay hechos esenciales en controversia, 

por lo que estamos contestes con cada una de las determinaciones de hechos 
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no controvertidos enumeradas por este. Por lo tanto, concluimos, por 

razones que matizaremos más adelante, que no se cometieron los errores (B) 

y (E) señalados por el señor Abuusba. 

 Sin embargo, antes de entrar en la discusión de los asuntos medulares 

del caso y exponer el análisis que fundamenta las conclusiones que hemos 

adelantado, es menester atender el primer señalamiento de error planteado 

por el señor Abuusba. En el señalamiento de error (A), el señor Abuusba 

afirma que erró el TPI al declarar que No Ha Lugar a la Moción de 

Reconsideración sin haber tomado en cuenta la totalidad de las 

circunstancias. No nos persuade. Un examen al referido escrito de 

reconsideración demuestra que en este no se presentaron alegaciones o 

argumentos fundamentalmente distintos, en relación con las circunstancias 

del caso, que fueran capaces de alterar las determinaciones de hechos y 

conclusiones de derecho sobre las cuales se ampara la decisión del foro a 

quo. El foro primario, en el ejercicio de la discreción que le confiere nuestro 

ordenamiento para regir los procedimientos que se ventilan ante sí, examinó 

la Moción de Reconsideración y determinó no reconsiderar la Sentencia. No 

se excedió el TPI en el uso de su discreción. A la luz del referido escrito, de 

los alegatos de las partes y de la totalidad del expediente, la mera afirmación 

de que el TPI erró al determinar no reconsiderar la Sentencia por no 

“considerar la totalidad de las circunstancias que rodean el caso”, no es 

razón suficiente para movernos a revisar la determinación del foro a quo. No 

se cometió el error señalado. 

Atendido el primer señalamiento de error, discutiremos en conjunto 

los señalamientos de error (B), (C) y (E), los cuales giran directamente en 

torno a la resolución sumaria del caso, los hechos materiales 

incontrovertidos que permiten la adjudicación del pleito a través de dicho 

mecanismo, y las conclusiones de derecho sobre las que se fundamenta la 

misma. La controversia ante nuestra consideración se circunscribe a resolver 
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si el señor Abuusba era un empleado a término indefinido del Hospital o un 

contratista independiente por servicios profesionales, es decir, que no se 

conformó ninguno de los supuestos fácticos para la aplicación de las 

disposiciones protectoras contempladas en la Ley 80, supra, y su 

jurisprudencia interpretativa.  

El señor Abuusba plantea, en su señalamiento de error (C) que el TPI 

incidió al determinar que su relación con el Hospital no era la de un 

empleado con su patrono, sino la de un contratista independiente con su 

cliente. Es en este punto donde estriba el asunto medular, tanto del recurso 

de apelación ante nuestra consideración, como de la Sentencia de la que el 

señor Abuusba solicita nuestra revisión.  

Al evaluar de novo los documentos sobre los cuales se sostuvieron las 

determinaciones de hechos realizadas por el foro primario, este foro 

intermedio tiene la obligación ineludible de examinar cuidadosamente el 

expediente, a la luz de los argumentos de las partes y del derecho aplicable, 

para determinar si, en efecto, estos sostienen la conclusión de que el señor 

Abuusba era un contratista independiente del Hospital y no un empleado de 

este. En atención a los principios rectores y los criterios guía que nuestro 

máximo foro ha desarrollado jurisprudencialmente, expondremos a 

continuación los hallazgos que nos llevan a concluir que obró correctamente 

el TPI al determinar que el señor Abuusba era un contratista independiente 

del Hospital. 

Según expusimos en nuestra discusión del derecho aplicable, la 

normativa jurisprudencial es amplia y flexible en cuanto a los criterios que 

un tribunal tiene a su disposición al determinar la naturaleza de la relación 

contractual entre un trabajador y la persona o entidad para la que trabaja. 

SLG Hernández-Beltrán v. Trans Oceanic Life Ins. Co., supra; Romero v. 

Cabrer Roig, supra. El carácter flexible, no taxativo ni restrictivo, de la 

aplicación de los referidos criterios responde a la dificultad que supone 
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distinguir de manera categórica entre la pluralidad y diversidad de formas 

de contratación mediante las cuales los individuos participan continuamente 

de la organización social del trabajo. Para fines de la aplicación de las 

protecciones de la Ley 80, supra, la determinación de si un trabajador es un 

empleado o un contratista independiente es importante auscultar, sin que 

esta constituya necesariamente una norma absoluta, la intención de las 

partes y, especialmente, examinar la misma a la luz de la totalidad de 

las circunstancias. Más allá de la denominación que las partes den a su 

contrato o incluso del elemento subjetivo de su intención al contratar, el 

análisis debe tomar en consideración en qué medida el acuerdo se aproxima 

o se aleja de las características de un empleo a término indefinido.  

Si bien el empleo es la forma socialmente predominante y 

jurídicamente privilegiada para la organización del trabajo en la economía, 

nuestro ordenamiento no prohíbe el ofrecimiento de servicios bajo otros tipos 

de acuerdos. Un trabajador puede negociar con una persona o entidad un 

contrato para brindar sus servicios conforme a los términos y condiciones 

que ambas partes voluntariamente decidan acordar. En otras palabras, no 

todo acuerdo o contrato bajo el cual un individuo rinde servicios para otra 

persona o entidad es un contrato de empleo. En ese caso, al trabajador se le 

considera un proveedor autónomo de determinados servicios -así como 

acreedor de determinadas contraprestaciones- en virtud de un contrato, 

cuyos términos han sido negociados y suscritos, por mutuo acuerdo, 

conforme a la libre voluntad de las partes. Cuando se está ante un contrato 

de servicios entre un contratista independiente y un principal, tal relación 

no se encuentra contemplada dentro del ámbito de aplicabilidad de la Ley 

80. Romero et al. v. Cabrer Roig et al., supra; Whittenburg v. Col. Ntra. Sra. 

del Carmen, supra. 

En consideración de lo anterior, para determinar la naturaleza de la 

relación contractual entre el señor Abuusba y el Hospital, nos corresponde 
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examinar la relación entre las partes y evaluar, particularmente: (1) la 

capacidad del apelante para negociar los términos de su contrato; (2) si el 

contrato tenía un carácter temporal o si era por término indefinido; (3) el 

nivel de autonomía y control que ejercía el señor Abuusba para determinar 

las condiciones bajo las cuales rendía sus servicios; y (4) si la relación entre 

las partes estaba predicada sobre una expectativa de continuidad por tiempo 

indefinido.  

De entrada, surge de las tres deposiciones en el expediente que las 

partes entendían que la relación entre ellas era una de “servicios 

profesionales”.41 El contrato suscrito entre las partes tenía un término 

definido de un (1) año, renovable anualmente, en virtud de la Cláusula 13 

del referido documento.42 Del expediente surge, además, que el señor 

Abuusba tenía la capacidad para negociar,43 y en efecto negoció, muchos de 

los términos de su contrato con el Hospital, de manera que obtenía beneficios 

marginales, tales como el beneficio de plan médico, días de vacaciones, y el 

bono de navidad, conforme a los términos negociados por él, los cuales eran 

distintos de los términos y condiciones sobre tales beneficios que se ofrecía 

a los empleados regulares del Hospital, a quienes no se les brindaba la 

oportunidad de negociar los mismos.44 Por último, resulta claro, tanto de las 

expresiones del señor Abuusba en su deposición, como de la referida 

Cláusula 13 del contrato, que este tenía conocimiento de que el contrato 

estaba podía ser terminado en cualquier momento, por cualquiera de las 

partes, previa notificación.45 

 
41 Apéndice 12 del apelante, Anejo 2, Deposición del Sr. Ibrahim Abuusba, pág. 34, líneas 

10-17, y pág. 48, líneas 1-7; Id., Anejo 5, Deposición de la Sra. Teresa Colón, pág. 10, líneas 

7-17; Apéndice 13, Anejo 5, Deposición del Sr. Rubén Norat, pág. 16, líneas 2-14. 
42 Apéndice 12, supra, pág. 37, líneas 1-3, y pág. 40, línea 14; Anejo 1, Cláusula 13, 
contratos de servicios profesionales entre el Sr. Abuusba y el Hospital. 
43 Apéndice 12, supra, pág. 48, líneas 8-22; pág. 49, líneas 1-21; y pág. 50, líneas 1-14. 
44 Apéndice 12, Anejo 5, supra, pág. 47, líneas 17-22, y pág. 48, líneas 1-7. 
45 Apéndice 12, Anejo 2, supra, pág. 36, línea 12; pág. 44, líneas 1-9; pág. 48, líneas 2-7; 

Anejo 1, Cláusula 13.  
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Nuestro examen de los documentos en el expediente, a la luz de la 

totalidad de las circunstancias, revela que la relación contractual entre el 

señor Abuusba y el Hospital se aleja en aspectos importantes de las 

características de una relación empleado-patrono. El señor Abuusba 

ostentaba autonomía y control sobre las condiciones de su trabajo para el 

Hospital, tenía y ejercía la oportunidad de negociar los términos de su 

contrato más allá de lo que se les ofrecía a los empleados del Hospital, y 

conocía y entendía que su contrato era por un término definido, renovable 

anualmente, y sujeto a ser terminado por cualquiera de las partes, en 

cualquier momento, mediante notificación previa. Este último aspecto, en 

particular, revela una relación contractual de servicios profesionales en la 

que no está presente, para ninguna de las partes, la expectativa de 

continuidad por término indefinido que, según hemos discutido, distingue al 

empleo de otras relaciones contractuales de trabajo. Recordemos, además, 

que el contratista independiente es aquel que, conforme a la naturaleza de 

su función y la forma en que presta servicios, resulta ser su propio patrono. 

Romero et al. v. Cabrer Roig et al., supra. Véase, además, Whittenburg v. Col. 

Ntra. Sra. del Carmen, supra. Por consiguiente, en conjunto con las demás 

circunstancias esbozadas y que constan en el expediente, a la luz del derecho 

aplicable, es inevitable concluir, en síntesis: (1) que el señor Abuusba no era 

empleado del Hospital; (2) que la terminación de su contrato de servicios 

profesionales no fue un despido y; (3) por tanto, no le cobijan las protecciones 

y salvaguardas a favor de la estabilidad y seguridad del empleo dispuestas 

en la Ley 80, supra. No se cometió, por tanto, el error (C). 

El señor Abuusba afirma en su señalamiento de error (D) que los 

hechos relacionados con el presunto cierre parcial y la alegada 

reorganización por parte del Hospital de las operaciones de la sala de 

emergencias no constituyen justa causa para despido, al amparo de las 

disposiciones de la Ley 80, supra. Si bien estamos contestes con la 
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determinación del TPI, conforme a la prueba en el expediente de la cual se 

desprende que, en efecto, la terminación del contrato entre el Hospital y el 

señor Abuusba se da en el contexto del cierre y reorganización de las 

operaciones de la Sala de Emergencias del Hospital, la discusión de este 

asunto resulta irrelevante, toda vez que quedó determinado que el apelante 

era un contratista independiente.  

En conclusión, el caso ante nos trata sobre la terminación de un 

contrato de servicios profesionales ofrecidos por un contratista 

independiente a su principal, mas no de un despido. Por consiguiente, 

tampoco se trata este de un despido injustificado. Las razones esbozadas por 

el señor Abuusba no son suficientes para conceder los remedios que solicita. 

En cuanto al señalamiento de error (E), el señor Abuusba sostiene que 

erró el TPI en su apreciación de la prueba, acto que llevo al foro a quo a 

decretar sentencia sumaria a pesar de que el apelante sostuvo que existían 

hechos medulares en controversia que vedaban el dictamen sumario. Como 

señalamos en la exposición de derecho, las mismas Reglas 36.3 y 36.4 de las 

Procedimiento Civil contemplan que el tribunal que resuelve una moción de 

sentencia sumaria disponga todas o parte de las controversias, siempre que 

estas sean separables una de otras.  

Por último, puesto que tanto el TPI como este Tribunal de Apelaciones 

hemos concluido, a base de la prueba en el expediente y el derecho aplicable, 

que el señor Abuusba no era empleado del MGH, resulta innecesario 

considerar el señalamiento de error (F). 

 Por lo fundamentos que anteceden, procede la confirmación de la 

sentencia sumaria apelada.  

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


